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1- Introducción
El trabajo pretende examinar la evolución del Estado bonaerense durante el período 1917-1943. Dentro del abanico de políticas que se desarrollaron en el período mencionado centramos la atención en las políticas de obras públicas, consideradas vitales en la construcción material y simbólica de la provincia. Nuestro objetivo pretende entender los  modos en que estas políticas contribuyeron a la construcción del aparato estatal provincial, para lo cual estudiamos los procesos que permitieron delinearlas, y la relación que se traza entre las decisiones y los cambios en la política y las funciones del Estado. Para ello examinamos las normativas, las acciones y las instituciones impulsadas por el Estado provincial, instrumentos que producen formas concretas de intervención estatal. 

En particular, la ponencia aborda un tipo específico de políticas: las de obras sanitarias. El análisis de una política sectorial en el largo plazo nos permite detectar rupturas y continuidades en las modalidades de actuación estatal y en las orientaciones gubernamentales, independientemente del discurso público que sustentara las acciones. La selección se fundamenta en tres cuestiones. En primer lugar, consideramos que las obras sanitarias condensaron expectativas y percepciones sociales y políticas sobre los modos en que, en distintas épocas, las autoridades estatales debían actuar frente a un problema público singular como el del saneamiento. En segundo lugar, a lo largo del tiempo estas políticas fueron ganando relevancia en la construcción material del territorio urbano, impulsadas en buena medida por fenómenos como la urbanización y el crecimiento demográfico y los diagnósticos sobre sus consecuencias sociales. Finalmente, y en vinculación a los puntos anteriores, estas políticas tuvieron una presencia continua y creciente en los discursos oficiales y, como correlato, en la agenda de los gobiernos, presencia que se cristalizó en la creación de instituciones dedicadas a la gestión de estos emprendimientos desde antes de la creación del Ministerio de Obras Públicas de la Provincia (MOPBA) en 1885. 
Nuestra perspectiva teórica considera al Estado como un producto histórico resultado de un proceso de constitución. En tal sentido, el Estado se conforma como un espacio en el cual se entrecruzan una diversidad de actores e intereses y se entremezclan interacciones (Lagroye, 1994) que se expresan o se sintetizan en la formulación e implementación de una política, considerada como un conjunto de acciones u omisiones destinada a obtener determinados fines (Aguilar Villanueva, 1993; Oszlak y O`Donnell, 1995) o distribuir bienes y servicios (Kauffer, 2002). Se trata entonces de observar al “Estado en acción” (Jobert y Muller, 1987). Esta conceptualización teórica nos permite comprender cómo los instrumentos estatales – leyes, organismos estatales de planificación y gestión, etc. – responden a relaciones sociales que expresan necesidades o problemas de un determinado momento histórico. 
 Asimismo, resulta significativa una perspectiva de análisis del Estado que, como han definido Bohoslavsky y Soprano (2010), lo estudia “desde adentro”. Visto desde allí, se trata de un objeto polifacético, fragmentado y desacoplado en múltiples de agencias, figuras, lógicas y prácticas sociales, con ritmos de desarrollos asincrónicos y discontinuos (González Bollo, 2014: 28). Así pues, esta mirada reconoce las intrincadas interlocuciones entre los actores de distintas esferas que diseñan y gestionan políticas públicas sectoriales, relaciones productoras de “conflictivas porosidades institucionales.” También, detecta los esfuerzos de los funcionarios por delimitar y diferenciar funciones y competencias para cada agencia, que suelen terminar yuxtaponiéndose en la normativa y en la práctica cotidiana (Bohoslavsky y Soprano, 2010; González Leandri, 1997, 1999).
En este marco, distintos trabajos han abordado la provisión del servicio de obras sanitarias en la provincia de Buenos Aires: Cáceres (2012, 2013) ha investigado la evolución del problema de aguas y saneamiento entre 1882 y 2011, apuntando a la fragmentación y la desigualdad del mismo; Pereyra (2009) ha analizado las tensiones en la gestión de la política del agua entre fines del siglo XIX y fines del siglo XX; y Cowen (2010) ha abordado los problemas sanitarios y las decisiones públicas en el período fundacional de La Plata. La relación entre Estado, obra pública y políticas estatales en la provincia ha sido estudiada por Fernández Irusta (2008), que analiza el particular proceso de gestión de la obra pública municipal en Avellaneda entre 1909 y 1930; por Piglia (2011), que observa la relación entre Estado y clubes de automovilistas, y su incidencia en la formulación de las políticas viales entre 1910 y 1943; y por Banzato (2014), que examina la trayectoria y el desempeño de la Dirección de Hidráulica del MOPBA frente al problema de las inundaciones entre 1910 y 1930. Las acciones llevadas a cabo por Obras Sanitarias de la Nación, interesantes para observar cómo se desplegaron las acciones en esta materia en el territorio nacional, han sido revisadas por Regalsky  (2010) y Regalsky y Salerno (2006). También resultan significativos los aportes de trabajos que analizan ciertas obras públicas en el contexto nacional: Palermo (2011) analiza la expansión y la gestión de los ferrocarriles estatales en vinculación a los cambios en la relación entre el Estado y la sociedad entre 1916 y 1930; Regalsky y Salerno (2003) abordan el rol clave de la obra pública, especialmente la red ferroviaria, en el crecimiento del gasto público y el endeudamiento durante el radicalismo; y Ballent (2008) analiza la acción de la Dirección de Vialidad Nacional entre 1932 y 1943, a través de la formación de una burocracia técnica de ingenieros y las representaciones técnico-políticas construidas en torno a la profesión.

2- Las políticas de obras sanitarias

A lo largo de período de estudio se produjeron transformaciones políticas y sociales significativas en la provincia y en la nación. 
 Sin embargo, pretendemos pensar estos grandes cambios no como muros infranqueables, sino más bien como condicionantes o referencias generales. En otros términos, reconocemos la existencia de eventuales desfasajes entre los tiempos de la alta política y los de las prácticas estatales, aspecto que debe ser pensando como un problema y no como un límite  impuesto de antemano. 
Para una mejor comprensión de las normativas, las acciones y las instituciones impulsadas por el Estado provincial, establecimos una periodización basada en momentos de cambios o de reorientación en los modos de pensar las intervenciones estatales en materia de saneamiento. En consecuencia, distinguimos tres etapas. Cabe destacar que la primera de ellas no está dentro de nuestro período de estudio, en tanto que la segunda inicia años antes de 1917. No obstante, consideramos que para comprender más acabadamente la trayectoria de una política debemos profundizar en todos aquellos elementos que contribuyeron a definirla. 
1) Primera etapa (1882–1912): abarca desde el comienzo de las primeras obras de infraestructura para la nueva capital provincial hasta 1912. 

2) Segunda etapa (1882 – 1913): comprende desde el año de sanción de la primera ley de expansión y explotación de los servicios de aguas y saneamiento a cargo del Estado bonaerense hasta 1925. 

3) Tercera etapa (1926 – 1943): abarca desde el año en que comenzaron a ejecutarse las primeras obras en la provincia hasta el golpe de junio de 1943.
2.1. La etapa inicial de la provisión de servicios (1882-1912)
La “caída de Buenos Aires” en 1880 fue la manifestación más acabada de que la relación provincias-nación había cambiado, lo que obligó a la provincia a adecuarse a este nuevo escenario (Lobato, 2001: 184).
 Con posterioridad a la federalización, comenzó un proceso de consolidación e institucionalización estatal, a través del cual las elites políticas impulsaron la presencia del Estado para reafirmar la autonomía sobre un territorio que, luego de la Campaña del Desierto, se había expandido rápidamente. Como afirma Hora (2013: 52-53): “el proyecto de crear un Estado provincial más poderoso y mejor articulado, capaz de ejercer un control más capilar sobre los habitantes y el territorio, pero también de llevar adelante las iniciativas de signo desarrollista y autoritario impulsadas por la elite dirigente, experimentó importantes progresos a lo largo de estos años.” Si bien en ciertos terrenos (como la enseñanza, el registro civil o la beneficencia) las provincias vieron sus actividades restringidas, invadidas o expropiadas por el Estado nacional, en otros aspectos como la ejecución de obras civiles y la prestación de ciertos servicios públicos, las provincias encontraron oportunidades de desarrollar nuevas actividades (Oszlak, 2012: 165). La emergencia de estos nuevos espacios de intervención estatal orientados a enfrentar problemas asociados a la complejización de la vida social alentó la creación del MOPBA en 1885.
 De este modo, todos los aspectos formales, técnicos, operativos y constructivos de las distintas obras públicas fueron centralizados en un solo organismo que tenía rango ministerial. Esta jerarquización formó parte de una reforma impulsada por el Poder Ejecutivo que pretendía definir las competencias de cada ministerio y, de este modo, sus ámbitos de intervención, y paralelamente, advierte el rol adquirido por la obra estatal  en el proyecto político conservador. La órbita de actuación del MOPBA, además, se amplió hacia otros aspectos: ganadería, agricultura, inmigración, colonias y comercio (años después se sumó industrias) (Registro Oficial de la Provincia, 1885).
 

Al igual que con otras obras públicas, en materia de saneamiento estaba todo por hacerse. Esta primera etapa (1882-1912) estuvo caracterizada por leyes que trazaron el programa estatal inicial de aguas y saneamiento en La Plata y en otras localidades, y por la conformación de los primeros órganos encargados de la gestión. Las primeras leyes estipularon dos formas de intervención que tuvieron resultados disímiles. Las primeras estaban orientadas a promover el suministro de aguas e instalaciones sanitarias en La Plata – el centro de las actividades administrativas y políticas de la provincia – que serían proyectadas, explotadas y administradas por el Poder Ejecutivo: la ley 1611 de 1882 autorizaba al gobierno a construir o contratar las obras, y la ley 2929 de 1905 lo autorizaba a ejecutar obras de saneamiento y a ensanchar el servicio de aguas corrientes a través de la emisión de títulos. 
Los primeros trabajos de provisión de aguas corrientes y la elaboración de informes sobre la factibilidad de la expansión del servicio para la capital estuvieron bajo la dirección de la Comisión Central de Aguas Corrientes de la Provincia, nombrada por el gobierno provincial con acuerdo del Senado. A partir de 1905 esta comisión pasó a formar parte de la estructura del Departamento de Ingenieros al ser aglutinada por una sección anexa a Hidráulica, la Oficina de Obras Sanitarias. Para 1910,  se le atribuyó la dirección, ejecución, explotación y administración de las obras de salubridad de La Plata por lo que fue separada de Hidráulica.  
A pesar de los clivajes económicos de fines del siglo XIX y principios del XX, los problemas técnicos que se presentaban y del alto costo de los trabajos de saneamiento, las acciones desarrolladas en La Plata tuvieron un considerable grado de celeridad y eficacia, en parte porque la elite dirigente pretendía exhibir las virtudes de la ciudad “moderna”. Pero también porque el rápido crecimiento demográfico de la ciudad había comenzado a provocar hacinamientos lo que era percibido por especialistas como un foco de propagación de enfermedades.
 Agencias estatales como el Consejo de Higiene habían descripto la situación sanitaria de la provincia como deficiente frente a los problemas que podían afectar la salud de los bonaerenses (fiebre tifoidea, cólera, patologías gastrointestinales, entre otras enfermedades) (Cowen, 2010).
 
El segundo conjunto de leyes estaba orientado a la expansión de los servicios en las localidades más densamente pobladas de la provincia a través de la celebración de convenios con empresas privadas y con la nación. Entre las primeras se encuentra la ley 2981 de 1906, sancionada bajo el gobierno de Marcelino Ugarte (1902-1906), que le cedía al empresario Mariano Obarrio la autorización para establecer y explotar por su cuenta el servicio de aguas corrientes en las plantas urbanas de Avellaneda, Lomas de Zamora, Banfield, Temperley y Adrogué., bajo la inspección y supervisión del Departamento de Ingenieros (Cáceres y Carbayo, 2013: 10). Durante los años que comprenden esta primera etapa, por las particularidades de la relación que el Estado mantenía con los intereses particulares, era frecuente que se encomendara obras a empresas privadas, como demuestra Piglia (2011: 90-93) en su estudio sobre la vialidad.
 Esto también se debía a que las capacidades técnicas y financieras del Estado provincial no eran suficientes para realizar los trabajos. 
Entre las segundas leyes aprobadas en esta primera etapa se encuentran los contratos refrendados con la nación. Estos acuerdos fijaron las responsabilidades respecto a la proyección, ejecución, expansión y explotación de los servicios de aguas en distintas localidades de la provincia, como Mar del Plata y Bahía Blanca, con el compromiso de transferir las obras y la administración a la provincia una vez amortizada la inversión realizada. Los contratos se efectuaron en un momento de gran desarrollo de las inversiones en obras de saneamiento en las provincias llevada a cabo por la Dirección de Obras de Salubridad de la Nación. Regalsky (2010: 458) afirma que las inversiones en obras sanitarias formaron parte, junto con los ferrocarriles (la herramienta tradicional para la acción de fomento del gobierno nacional en el interior del país), de la gran expansión de la obra pública registrada en el país hasta 1914. 

Las acciones encaradas en esta primera etapa expresan un modo singular de intervención estatal sobre el problema del saneamiento, aún limitado y sesgado. No obstante, las políticas impulsadas influyeron en la delineación de nuevas atribuciones y facultades del Estado (administrar los servicios públicos y construir su infraestructura en la capital provincial y fiscalizar la acción privada), lo que contribuyó a darle más complejidad a las instituciones estatales encargadas de llevar a cabo las acciones. De igual modo, al haberse acentuado el cariz de problema público que presentaba la falta de suministro de agua y tratamiento de efluentes – basados en el diagnóstico de especialistas, ingenieros y médicos higienistas – el saneamiento abría nuevas posibilidades de intervención estatal. Los actores políticos y sociales impulsaban un Estado que, aunque de matriz liberal en ciertos aspectos ideológicos, incrementara la participación en esta cuestión, acompañara la expansión urbana y demográfica y diera respuestas a las consecuencias sociales de estos procesos. La defensa tutelar, denominada “paradoja del Estado liberal” como recuerda Palermo, era defendida en términos del progreso que implicaban las obras públicas y su efecto multiplicador en la expansión productiva (Palermo, 2006: 232). Estas concepciones indican que tras “un aparente instaurado liberalismo conservador” había discusiones en relación al Estado, su compromiso con el crecimiento económico y los límites de su participación en la economía (Caravaca, 2011: 10).
2.2. Expansión del servicio y nueva orientación de las políticas de saneamiento (1913-1926)

Esta etapa se dio con un momento político significativo de la historia argentina: la ampliación del sufragio (1912), hecho que promovió cambios relevantes en la relación entre el Estado y la sociedad. Hora (2013), Fernández Irusta (2009) y Palermo (2011) afirman que la democratización permitió una relación más directa entre representantes y representados, marco en el cual la obra pública adquirió una nueva significación política, ya que podía suscitar un consenso favorable a la gestión gubernamental, independientemente de la pertenencia a clientelas políticas, comités o partidos políticos. De este modo la obra pública, entre ellas las aquí analizadas, contribuían a la construcción de la legitimidad política.  

La ampliación de la ciudadanía también facilitó la llegada de la UCR al poder en 1916. Palermo (2011: 96) afirma que el radicalismo se apropió y redefinió el discurso característico del Partido Autonomista Nacional (PAN) e hizo suyo su programa de modernización del Estado nacional con el fin de presentarse como una alternativa real a sus oponentes. La acentuación de la tendencia a la expansión del gasto público le permitió al gobierno nacional afianzar la presencia del Estado en todo el territorio nacional no solo a través del monopolio de la fuerza, sino también a través de emprendimientos como escuelas, correos, oficinas de fomento agrícola y la construcción de obras públicas (Regalsky y Salerno, 2006: 1).
En la provincia, las fuerzas conservadoras del PAN mantuvieron la gobernación hasta la intervención federal decretada por Yrigoyen en 1917.
 A partir de allí se inició una etapa de primacía radical hasta el golpe de 1930. Los gobiernos provinciales de esta etapa, sobre todo el de José Luis Cantilo (1922-1926), siguieron la línea trazada por el gobierno nacional y, en ese sentido, también apelaron al incremento del gasto público para la gestión de obras estatales que lograron importantes progresos en diversas áreas como la vialidad y la construcción de mercados de haciendas y abasto.  
Con respecto a las políticas de saneamiento se trató de un momento que podemos caracterizar como de mantenimiento de las políticas iniciadas en la etapa anterior y de diseño de nuevas políticas orientadas a establecer una participación más activa del Estado provincial, independientemente del color político del gobierno. En efecto, las administraciones conservadoras de esta segunda etapa (1913-1917) alentaron este tipo de políticas, que luego fueron retomadas por los radicales, aunque en contextos políticos, ideológicos y económicos disímiles. Una continuidad que, sin embargo, se registró bajo formas novedosas de conceptualizar la acción del Estado y sus instrumentos. Por último, fundamentalmente bajo los gobiernos radicales, esta segunda etapa se caracterizó por un gran crecimiento del aparato estatal provincial, proceso que redundó en la creación de la Dirección de Saneamiento y Obras Sanitarias (DSOSBA). Nuevas funciones implicaban “más Estado” y, en consecuencia, requerían de más presupuesto y personal. Una concatenación, sin embargo, no delineada (solo) por objetivos racionales, de buena administración y eficiencia, sino también impregnada por prácticas políticas y partidarias que remozaban viejos dilemas, temas que han sido estudiados detalladamente por Persello (2001), Ferrari (2008) y Horowitz (1999, 2015).
Es importante destacar que la creación de Obras Sanitarias de la Nación (OSN) en 1912 marcó un punto crucial en la percepción sobre la acción pública en materia de obras sanitarias y el interés de llegar a distintos puntos del país con inversión directa motivó en la provincia proyectos y leyes en igual dirección. Sin embargo, las agencias estatales gestadas en la provincia no tuvieron características similares a OSN. Como destaca Ballent (s.f) la gran capacidad de cobertura de servicios de OSN en base a la obra estatal, que incluía proyecto, ejecución y operación de los sistemas, la convirtió en una exitosa empresa, a la vez que la diferenció de otros sectores de servicios  prestados por empresas de capital privado. Además, su autonomía de acción le facilitaba una mayor amplitud de movimiento (por ejemplo, confeccionar su presupuesto, fijar tarifas y obtener préstamos para las obras). OSN tenía una estructura compleja que se complejizaba aún más a medida que se habilitaban las nuevas obras (Regalsky, 2010: 475). Excepto por la complejización de las funciones al interior de la repartición, OSN y la repartición provincial tenían grandes diferencias de estructura, recursos y funciones.

Para observar con mayor claridad los instrumentos estatales de esta segunda etapa, atravesada por gobiernos de dos extracciones políticas bien diferentes, sus rupturas o continuidades, nos referiremos a ellas cronológicamente: de 1913 a 1917 (gobiernos conservadores) y de 1917 a 1926 (gobiernos radicales).
 
2.2.1. Los gobiernos conservadores del PAN (1913-1917) 

El gobierno interino de Eduardo Arana (marzo de 1913 – julio de 1913) aprobó la ley 3466 que inició una serie de acciones tendientes a intervenir en forma directa en la provisión de servicios de aguas y saneamiento. Esta ley se enmarcaba en una preocupación mayor: la percepción y los debates sobre una “descontrolada y caótica” fundación de pueblos, los inconvenientes técnicos e higiénicos que esto llevaba aparejado y la necesidad de que el Estado controlara los nuevos emplazamientos.
 Entre las dificultades advertidas se encontraban los problemas que acarreaba establecer centros poblados sin estudios previos de terrenos y napas, aspectos que fueron incluidos en la ley 3487 de fundación de pueblos sancionada en junio de 1913. Esta ley establecía que el Estado debía controlar la urbanización y que la iniciativa privada debía ajustarse a la norma.
  

A tono con las demandas de garantizar más y mejores condiciones sanitarias, el gobierno de Arana promulgó tres leyes. Una autorizaba al Poder Ejecutivo a conceder nuevas ampliaciones del servicio de aguas para centros de población de Avellaneda, Lomas de Zamora y Almirante Brown que habían crecido significativamente y que no figuraran en la ley de concesión 2981 de 1906. El Poder Ejecutivo, el concesionario o los propios vecinos, previo informe del Departamento de Ingenieros y en conformidad con el municipio respectivo, podían solicitar la ampliación y la ejecución de nuevas instalaciones (ROPBA, 1913). Se entendía que estos centros urbanos crecían aceleradamente en población y que nuevas industrias se radicaban allí, provocando la insuficiencia de los servicios.
La segunda ley resulta más significativa ya que autorizaba al Poder Ejecutivo a realizar estudios y formular proyectos para la construcción de obras de salubridad y aguas, conjunta o separadamente, en aquellas ciudades o pueblos de la provincia donde la “capacidad económica lo permita,” y cuyas municipalidades quisieran acogerse a los beneficios de la ley. La fijación del ente administrador del servicio constituye una novedad: el encargado de administrarlo sería el MOPBA (a través de la Dirección de Obras de Salubridad) hasta el pago total de su costo e intereses, para luego transferirlas a la órbita municipal (ROPBA, 1913).
 De modo que el Estado bonaerense podría explotar y administrar los servicios más allá de los límites de La Plata, dando respuesta a las demandas planteadas. 
La tercera de las leyes, 3529 de 1913 (modificatoria de la ley 2929 de 1905), establecía, entre otras cuestiones, que la dirección administrativa, explotación y conservación de las obras de aguas y cloacas en toda la provincia sería llevada a cabo por un nuevo organismo: la Dirección General de Saneamiento y Obras Sanitarias (DGSOSBA) dependiente del MOPBA y creada en reemplazo de la Oficina de Obras Sanitarias tras la supresión del Departamento de Ingenieros. Esta nueva repartición estaría presidida por un director general nombrado por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado que duraría cuatro años en sus funciones, aunque su plantel técnico estaría conformado por los antiguos técnicos y empleados de la extinta Oficina de Obras Sanitarias. Las principales funciones de la DGSOSBA serían la aplicación de la ley 3466 y la administración de las obras que por ella se construyeran, y la ejecución de obras que facilitaran la prestación de los servicios en aquellas localidades no alcanzadas por OSN (Pereyra, 2009). Si bien se trató de un intento por jerarquizar al sector de cara a la aplicación de la ley 3466, la nueva agencia no pudo sostenerse en el tiempo, en parte porque la ley no tuvo la repercusión esperada. En 1915 la DGSOSBA fue aglutinada por la Dirección de Salubridad Pública, en donde debió coexistir con otras dependencias dedicadas a la gestión de los recursos hídricos (Cáceres y Carbayo, 2013: 10). Esta decisión hizo perder a la agencia su especificidad y aunque se redujo su personal y gastos, fue el área que insumió la mayor parte del presupuesto de la repartición dado que siendo la DGSOSBA había logrado un considerable nivel de especialización y ampliación de sus funciones (ROPBA, 1915). 
La política de expansión y acción directa implicó un cambio de orientación en la gestión de las obras sanitarias, y también en la percepción sobre el rol del Estado, aspectos que una década después se acentuarían. En efecto, el Estado provincial comenzaba a ser percibido como el agente que debía facilitar las condiciones para que los servicios llegaran a distintos puntos de la provincia y para ello, su participación debía ser más activa. No obstante, si la ley parecía trazar un rumbo más claro hacia dónde debía dirigirse la acción estatal, en el plano de las instituciones no se observa tal claridad. Hasta el gobierno de Cantilo (1922-1926) el sinuoso derrotero del organismo dedicado a las obras sanitarias parecía ganar terreno tan rápidamente como lo perdía. Los constantes cambios organizacionales al interior del MOPBA terminaban afectando la consolidación de la repartición.
2.2.2  Los gobiernos radicales y el problema del saneamiento (1917-1926)
La gestión de Cantilo (1922-1926) decidió encarar el problema del saneamiento a partir de una serie de informes técnicos que pretendían determinar la situación real de la provincia. En rigor, estos informes demostraron algo bastante evidente incluso para los contemporáneos: que la lenta expansión de los servicios de aguas y cloacas no había acompañado el rápido incremento de las demandas, aunque también demostraron que muchas localidades se proveían de napas y fuentes contaminadas lo que constituía un serio problema público (Memoria del Ministerio de Obras Públicas, 1923: LXXXV).

En consecuencia, el MOPBA – a cargo de Antonio Rodríguez Jáuregui – diseñó un plan sanitario y promovió la creación de la Dirección de Saneamiento y Obras Sanitarias (DSOSBA) que dependería directamente del MOPBA.
 La creación de este organismo específicamente encargado de las políticas de saneamiento implicaba el reconocimiento de que la planificación en la materia era una tarea estatal que debía ser encarada de forma sistemática. La mayor capacidad técnico-burocrática del Estado – que Ballent (2004, 2008) ha analizado para la inserción de los ingenieros en el Ministerio de Obras Públicas de la Nación –  también tuvo un papel destacado, ya que colocó al Estado en posición de asumir la planificación sanitaria y la eventual ejecución de las obras.  La creciente especialización de las tareas se tradujo en un organigrama mucho más complejo que el de la etapa anterior, y que seguiría complejizándose con el correr de los años. Luego de su oscilante trayectoria, la DSOSBA finalmente había logrado estabilizarse. Una de las intenciones del gobierno era lograr descentralizar sus tareas en seccionales distribuidas en las localidades donde se prestaba o se prestaría el servicio, pero para lograr ese objetivo era necesario extenderlo a nuevas ciudades. 
Bajo la dirección del Ing. Donato Gerard la intervención de esta repartición en La Plata tuvo un enérgico despliegue (MMOPBA, 1923: 153). La efectividad de los emprendimientos era acompañada de una gran organización administrativa y un notable nivel de especialización por áreas de trabajo. Una somera mirada sobre la memoria institucional del organismo por estos años da la pauta de ello: descripciones detalladas de las tareas de cada sección, cifras de consumos, inversiones y recaudaciones, cuadros estadísticos, gráficos, fotografías de las obras, entre otros elementos, contrastaban con las escasas líneas dedicadas a las obras en la provincia, lo que en cierto modo expresan cuáles habían sido las prioridades gubernamentales hasta ese momento.
Los cambios en las orientaciones de las políticas de saneamiento fueron justamente por allí: reorganizar las prioridades para dinamizar la acción en la provincia, algo que en la Legislatura se debatía a raíz de la presentación de un proyecto de ley de dos senadores radicales que impulsaban la expansión de los servicios en localidades densamente pobladas.
 
La primera ley aprobada – 3722 de 1922 – se acogía a los beneficios de la ley nacional 10.998 sobre Obras Sanitarias que autorizaba al Ejecutivo provincial a contratar con el gobierno nacional la construcción de obras sanitarias en ciudades de más de 8.000 habitantes en su planta urbana y obras de provisión de agua corriente para los pueblos de más de 3.000 habitantes (ROPBA, 1922). No obstante, el diagnóstico del Ing. Gerard enfatizaba en que la ley nacional no bastaría para satisfacer las necesidades de la provincia (MMOPBA, 1923: 155). Rodríguez Jáuregui coincidía: para él ni la nación ni las empresas privadas podían dar solución al problema sanitario. La nación porque disponía de recursos pero debía atender a todo el país, lo que provocaba demoras.
 En cuanto al capital privado, consideraba que debía “descartarse en lo posible” ya que los servicios sanitarios debían “proveerse con abundancia y en lo posible desprovistos de especulación de puro carácter comercial” (MMOPBA, 1924: 16).
Como vía para atender la demanda de servicios en la provincia, el equipo de gobierno promovió un proyecto de ley elaborado por la DSOSBA para realizar estudios y ejecutar obras de aguas y cloacas en ciudades y pueblos cuya población fuera superior a 6.000 habitantes en su planta urbana y en aquellos que no alcanzando esa cifra, sus malas condiciones de salubridad (a juicio de la Dirección de Higiene) así lo requirieran (ROPBA, 1924). Esta ley, junto con el discurso que la sustentaba, estimulaba la intervención directa del Estado provincial al que comenzaba a percibir como el único capaz de dar soluciones efectivas en nombre del “bien común” de la población. No obstante, esto no se anticipaba a las tareas reguladoras del Estado interventor surgido con posterioridad a 1930. Implicaba, eso sí, la intensificación de una dirección adoptada por el MOPBA desde 1913 en materia de políticas de saneamiento. Pero si en 1913 las razones de tal orientación parecían ser más funcionales o como reacción al surgimiento de nuevos problemas sociales, en los años veinte esta parecía ser más política o ideológica. 
La implementación de esta ley encontró obstáculos impuestos por la propia realidad inmediata: las dificultades para colocar los títulos y las resistencias de los municipios que no estaban en condiciones de cubrir el servicio de las deudas que contrajeran sin que resultara gravoso o que ya se habían acogido a los beneficios de la ley nacional demostraron que los proyectos de los especialistas perdían efecto si no eran acompañados de la capacidad política para llevarlos a cabo. A pesar de ello, para el final del gobierno de Cantilo la DSOSBA había logrado efectuar los primeros estudios en siete localidades y también había decidido priorizar los servicios de aguas corrientes porque eran más baratos que los de cloacas y evitaban en lo inmediato la propagación de enfermedades.
 
Las medidas adoptadas en esta etapa representaron un paso más efectivo en cuanto a la redefinición de las áreas de intervención pública y en la configuración de los instrumentos estatales (leyes, agencias, etc.) En cuanto a las leyes, la ley 3833 de 1923 parece tener cierta continuidad con la de 1913, y a pesar de que el contenido presenta diferencias y las motivaciones políticas pueden haber sido desiguales, ambas parecen estar envueltas en una concepción análoga del problema y de la solución. En cuanto a la DSOSBA, comenzaba un proceso de afianzamiento dentro del organigrama del MOPBA que se hizo más ostensible en los años siguientes. Esto fue en buena medida producto, y al mismo tiempo evidencia, de su progresiva consolidación. 

2.3. De los proyectos a la implementación (1926-1943)
Las primeras obras de la ley 3833 comenzaron a realizarse durante la administración de Valentín Vergara (1926-1930) como resultado de la asignación efectiva de fondos específicos para llevar adelante los trabajos. Al final de esta gestión habían sido concretados trabajos en nueve ciudades y en otras dos la DSOSBA ya había librado al servicio público los servicios de aguas corrientes (Principales obras públicas ejecutadas…, 1926), hechos que permiten inferir que, aún con sus limitaciones, la implementación del comenzaba a mostrar sus primeros resultados efectivos.
 Sumados estos trabajos a las leyes para La Plata, las concesiones a particulares y los contratos con OSN (casi todos vigentes desde la década de 1910), indican que la acción estatal se había ampliado considerablemente respecto de la etapa anterior. 

La intensificación de las actividades de la DSOSBA demandó una reorganización en áreas vinculadas a la prestación del servicio en la provincia (MMOPBA, 1932: 69). Coexistieron oficinas técnicas y administrativas que venían desde los inicios de la actividad y que tenían sus circuitos más aceitados con otras creadas al calor de las nuevas actividades: Estudios y proyectos, Ejecución de las obras y Explotación. Esta última, a su vez, incluyó tres zonas que comprendían (con tres secciones cada una) a las nueve seccionales distribuidas en la provincia. Para 1937 el organigrama de la DSOSBA se había expandido, complejizado y especializado más que cualquier otra repartición del MOPBA. Estas medidas armonizaron con la enérgica política de obras públicas del gobernador Manuel Fresco (1936-1940) sustentada en un fuerte aumento del gasto público (Halperín Donghi, 1997: 105) y reflejaron parcialmente el ritmo y el tono de los procesos de ampliación del Estado de los años treinta,
En efecto, como es sabido, a partir de la gran crisis de 1930 se produjo en el mundo occidental una reconceptualización del rol del Estado que condujo a un cambio de paradigma en la economía y otras ciencias sociales y una profundización del proceso de definición entre lo público y lo privado (Plotkin y Zimmermann, 2013: 11). En la provincia de Buenos Aires, el gobierno de Fresco animó e impulsó las nuevas funciones del Estado interventor y regulador, a partir de formas novedosas de concebir la política, el Estado y las relaciones sociales resultantes de ese vínculo, nociones propias del “clima de época”. En ese marco, durante los años treinta las obras públicas adquirieron nuevos significados: por su alta visibilidad en el espacio público operaban como representación de la acción estatal y como mecanismo o dispositivo de legitimación política de gobiernos cuya vía de acceso al poder, como el de Fresco, había sido allanada por la apelación a prácticas fraudulentas. Y también porque a través de ellas el Estado retomaba con particular énfasis el tradicional objetivo de construir un territorio cohesionado y homogéneo sobre la base de nueva infraestructura y nuevo equipamiento (Ballent y Gorelik, 2001; Ballent, 2008). 

A partir del gobierno de Fresco, el Estado, las obras públicas y las relaciones que suscribieron ese vínculo adquirieron sentidos renovados que lo diferenciaron de anteriores momentos históricos. En materia de obras sanitarias, por ejemplo, los pedidos de mayor intervención realizados en la primera y segunda etapa que hemos visto se concentraban más en preocupaciones sociales generadas por la falta de higiene o las malas condiciones de salubridad, pero no planteaban en términos conceptuales o ideológicos que esas funciones le correspondían o eran inherentes al Estado. En otras palabras, se le solicitaba al Estado provincial mayor intervención en la materia en vistas del progreso económico, por su capacidad técnica, administrativa y financiera o por otras razones, pero no se consideraba que esas funciones conceptualmente le eran propias. 
En relación a las políticas de saneamiento, bajo el gobierno de Fresco parecen haber tenido cierta continuidad respecto a los gobiernos anteriores, lo que indicaría que la organización de las agencias estatales, como advierte Banzato (2014: 21) puede accionar a pesar de los vaivenes de la política provincial. Sin embargo, se trató de una continuidad con rasgos mucho más dinámicos: se intensificaron estudios, licitaciones y convenios, se iniciaron otros tantos, se transfirieron recursos a las leyes de obras sanitarias vigentes, se amplió la prestación del servicio de aguas y efluentes en La Plata e incluso se incorporó a los edificios de las seccionales de la DSOSBA en el diseño de los planes de obras públicas (el Plan Anual de 1936 y el Plan Trienal 1937-1939). El dinamismo técnico-administrativo de la DSOSBA era exhibido orgullosamente por el gobierno como parte de las funciones del Estado regulador “preocupado por los problemas más ingentes de la población...” Los argumentos esgrimidos por el gobierno de Fresco sobre los problemas de saneamiento no eran para nada novedosos, por el contrario casi reiteraban las mismas premisas que cuarenta años atrás habían movilizado la acción pública, lo que sí parece haber cambiado era la energía estatal que los enmarcaba. Por ejemplo, en “Cuatro años de gobierno” (la memoria gubernamental de Fresco destinada a un público no especializado), se exhibía la “incesante” labor de la DSOSBA en la provincia por medio de numerosas fotografías (de obras en realización y terminadas, de trabajadores, de instalaciones, de materiales), gráficos a color, mapas despegables, diagramas, y todo tipo de herramienta gráfica que simplificara la lectura. La búsqueda de legitimación política y los modernos métodos de comunicación política permitían “mostrar” a la ciudadanía qué se había hecho, dónde y cómo.
 Esta forma de difusión política (original en la provincia) resulta interesante para observar cómo era representada la obra pública, cómo eran comunicadas las acciones y cómo cuáles eran los sentidos que las obras públicas habían adquirido bajo el Estado interventor, aspectos que esperamos retomar en futuras investigaciones.
Otra medida de Fresco resulta singular. El mandatario promovió la conformación de un consorcio sanitario a celebrarse entre la DSOSBA y las distintas empresas particulares que operaban en la provincia con el objetivo de resolver la ejecución de las obras bajo un mismo régimen de finanzas.
 El proyecto establecía que la administración de los servicios debía ser realizada por esa sola institución que tendría intervención del gobierno provincial, los municipios y el capital privado, bajo una estructura similar a la del Banco Provincia (Diario de Sesiones de Senadores, 1939: 47). Persello (2006) y Piglia (2011), recuerdan que durante los años treinta el Estado ensayó con más vigor formas institucionales de incorporación de los intereses corporativos al proceso de formulación de las políticas públicas, desde una mirada donde el “bien común” podía ser servido conjuntamente con el beneficio a los intereses privados.
 

Sin embargo, este consorcio no llegó a concretarse. Una sumatoria de conflictos políticos, partidarios y económicos fueron coronados con la puesta en marcha de una norma del Ministerio de Hacienda de la Nación que resolvió que todos los créditos externos – principal medio de financiación del gobierno de Fresco – debían ser aprobados por la Comisión de Valores del Banco Central (Béjar, 2005: 148). Esta resolución se tradujo en la paralización de las obras públicas por el cese de los créditos y los compromisos contraídos, y obligó a la postergación de “la solución total del problema de las obras sanitarias en los centros poblados, contemplada en el proyecto coordinador de las obras” (Conversando con el pueblo, Tomo I, 1938: 410).

3. Algunas consideraciones sobre la DSOSBA
A grandes rasgos, la trayectoria de la DSOSBA fue resultado de una combinación de varios factores. El primero fue el proceso de reconocimiento de la problemática social del saneamiento como área de problemas a solucionar o prevenir, al menos en parte, a través de una dinámica estatal específica. El segundo fue el empeño de sus oficinas y cuerpos técnicos por adquirir sus atributos característicos y lograr consolidarse. 
Los primeros tiempos de la DSOSBA, como hemos visto, estuvieron marcados por cierta precariedad institucional, sin embargo, tempranamente formuló ciertos criterios de intervención pública que se hicieron ostensibles más adelante. La complejización del mundo social, la expansión urbana y demográfica y la tradición higienista definieron el ritmo de su intervención, el afianzamiento de sus actividades y las relaciones con los sucesivos gobiernos. A pesar de su débil comienzo, para los años treinta la DSOSBA era una institución estatal más sólida y ya estaba consolidada dentro del organigrama del MOPBA. 
Una herramienta para tener una somera idea acerca de su evolución, aunque con sus limitaciones, son los presupuestos (gastos de la repartición y salarios). A través de ellos pudimos detectar que, en primer lugar, los momentos de cambio en la orientación de las políticas – que definen las etapas trabajadas en el texto – y la reorganización administrativa se reflejan en un paulatino aumento de las partidas presupuestarias.
 Esto implica una correspondencia en buena medida efectiva entre la asignación de nuevas funciones y la delimitación de espacios novedosos de intervención, la ampliación de las capacidades técnicas y administrativas de la repartición, y la voluntad política de los actores. En otras palabras, entre políticas públicas, Estado y política. 
En segundo lugar, al ser emprendimientos de lenta maduración, costosos en términos de las inversiones requeridas, y dependientes del contexto económico, político e institucional, la evolución del presupuesto fue pausada, pero constante y creciente. Exceptuando los años comprendidos entre 1915 y 1919, los presupuestos siempre fueron en aumento o se mantuvieron estables. A partir de 1927 es posible observar un salto cuantitativo, que coincide con un salto cualitativo y con los años de implementación de la ley 3833 de 1923 que autorizaba a la provincia a intervenir en el interior. Como hemos señalado anteriormente, la vitalidad de estas políticas incidió en la expansión de la repartición y en la cada vez más compleja organización interna, aspecto que se refleja en el gran crecimiento de su presupuesto a partir de 1933. 
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Fuente: Leyes de presupuesto N° 2907, 3317, 3472, 3583, 3681, 3799, 3910, 4138 y 4601. Disponibles en: http://www.gob.gba.gov.ar/dijl/#/dijl/buscador.php?t=1
Por último, otro rasgo de la expansión de la DSOSBA fue el incremento gradual del personal empleado (técnico, administrativo y mano de obra) como puede apreciarse en la tabla siguiente. A partir de 1937 (cuando la Dirección General de Higiene fue transferida al Ministerio de Gobierno) la DSOSBA se transformó en la repartición más grande del MOPBA en personal y en presupuestos, llegando a concentrar el 35% del total asignado al MOPBA en 1938.
Evolución del personal de la repartición dedicada a Obras Sanitarias (1905-1938)

	Año
	Cantidad de personal

	1905
	4

	1911
	6

	1913
	198

	1915
	125

	1919
	102

	1924
	243

	1927
	239

	1933
	350

	1936
	351

	1939
	442


Fuente: Leyes de presupuesto N° 2907, 3317, 3472, 3583, 3681, 3799, 3910, 4138 y 4601. Disponibles en: http://www.gob.gba.gov.ar/dijl/#/dijl/buscador.php?t=1
A modo de cierre de este apartado podemos señalar que, a pesar de la gravitación de la política en la formulación y dirección de las políticas públicas, es posible inferir aspectos originales de las políticas de saneamiento puestas en marcha en la provincia y la presencia de una esfera técnica que fue ganando peso relativo en la gestión ministerial. En estos procesos intervendrían otros actores, intereses políticos y profesionales sobre los cuales en futuras investigaciones deberemos atender.
4. A modo de conclusión
En este trabajo procuramos analizar la evolución del Estado provincial a partir de una política pública específica y de gran impacto social: las obras sanitarias. Nuestro propósito era examinar de qué modo estas políticas contribuían a la construcción del aparato estatal, a través de un abordaje que intentó priorizar las leyes, las acciones y las instituciones promovidas por el Estado. Pudimos observar que en cada etapa analizada las políticas diseñadas proponían formas concretas de intervención estatal sobre la cuestión del saneamiento, a la vez que le sugerían al Estado nuevas o distintas articulaciones, grados de injerencia, funciones y atribuciones. Esto terminó por dotar al Estado provincial de rasgos novedosos o distintivos coadyuvando a su evolución. No obstante, más que guiarnos por los contextos políticos o por cortes atribuidos a cambios estatales, cada una de estas etapas fue definida por ideas que se materializaron en leyes, planes y cambios en las agencias estatales,   surgidas como respuesta a relaciones sociales que expresan necesidades o problemas de un determinado momento histórico. De este modo, ponderamos los tiempos estatales, pero articulándolos con los condicionamientos políticos, económicos o sociales.

Las fuentes históricas consultadas nos han permitido iniciar este trabajo, sin embargo, consideramos que a futuro deberán ser complementadas con otros documentos como debates legislativos, revistas especializadas, artículos de la prensa, etc. También deberán ser estudiados más en profundidad los fundamentos técnicos de las políticas de saneamiento en sus distintos momentos históricos, las vinculaciones entre los actores privados y el Estado, el rol de los legisladores en los procesos de formulación de las políticas, las relaciones provincia-nación-municipios, entre otras cuestiones. No obstante, las leyes provinciales de saneamiento, las memorias institucionales del MOPBA, los registros oficiales de la provincia, entre otras fuentes empleadas, nos permitieron identificar la agenda de políticas estatales, trazar el crecimiento y evolución del organigrama de la DSOSBA, y observar resultados parciales de las políticas diseñadas e instrumentadas en cada momento histórico. Faltaría ahondar más, a partir de otras fuentes, el núcleo central de nuestro tema – Estado, políticas de obra pública y política – a fin de transformarlo en un problema de investigación.  
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� En lo que respecta estrictamente a la provincia, 1917 es el momento en el que el radicalismo se hace cargo del gobierno, como resultado de la intervención federal decretada por Yrigoyen; y 1943 constituye el cierre de un ciclo político como consecuencia del golpe militar de junio.


� La unidad política consolidada en 1880 tenía que continuar el proceso de organización de sus bases para el funcionamiento del Estado y organizar y reorganizar los aparatos gubernamentales, administración, justicia y represión. En este largo proceso surgieron nuevas demandas y problemas que redefinieron las formas, las áreas de intervención y la autoridad de estos aparatos, y se consolidó el proceso centralizador que reforzó al Poder Ejecutivo nacional en detrimento de las provincias y los municipios (Lobato, 2001: 184).


� Hasta la sanción de la ley 1770 de 1885, la provincia contaba solo con dos ministerios: Hacienda y Gobierno. Todo lo concerniente a las obras públicas estaba a cargo del Departamento de Ingenieros, creado en 1875 en reemplazo del extinto Departamento Topográfico. 


� Dependían directamente del MOPBA el Departamento de Ingenieros, el Consejo de Higiene, el Museo, la Biblioteca, el Observatorio Astronómico, la Escuela Santa Catalina y la Escuela de Artes y Oficios. En tanto que la Dirección General de FFCC y Telégrafos dependían del MOPBA en sus relaciones con el Poder Ejecutivo (Ley 1770 de 1885, Creación del Ministerio de Obras Públicas y competencia de Ministerios). Integraban el Departamento de Ingenieros las oficinas de Ferrocarriles e Hidráulica, Puentes y Caminos, Geodesia y Catastro, y Arquitectura (Ley 2381 de 1890– Carta Orgánica del Departamento de Ingenieros).


� Regalsky (2010) afirma que el discurso que promovía y revalidaba la ejecución de las obras sanitarias, entendidas como clave para garantizar la salud en las grandes ciudades, fue ganando consenso y tuvo vigencia hasta avanzado el siglo XX. Asimismo, el poder central comenzó a involucrarse en las obras que originalmente habían sido planteadas como de competencia municipal. 


� Entre 1885 y 1905 se llevaron a cabo las primeras perforaciones de napas, se instaló una usina y se realizaron las conexiones domiciliarias de aguas en la capital platense. En los años siguientes las acciones se centraron fundamentalmente en el ensanchamiento de los servicios, alcanzando niveles importantes de cobertura (Cáceres, 2013: 101).


� Tal como indica, la estrecha trama de relaciones sociales y políticas entre el Estado y los dirigentes de clubes como el Touring Club Argentino hacía posible que el Estado les delegara la realización de caminos prestando una colaboración económica o directamente autorizaba a que el TCA los construyera y financiara con fondos provenientes de las suscripciones de sus socios.





� La intervención federal, por un lado, desmanteló la llamada “máquina ugartista”, y por el otro, habilitó un largo período de preeminencia radical ininterrumpida hasta el golpe de 1930, a pesar de las continuas luchas entre facciones y grupos desencadenadas en el seno del gobierno como demuestra Persello (2004, 2007, 2013) en sus estudios.


� Los gobernadores fueron los siguientes. Período 1913-1917: Eduardo Arana (marzo de 1913 - septiembre de 1913), Juan Manuel Ortíz de Rosas (julio de 1913 - septiembre de 1913), Luis García (septiembre de 1913-mayo de 1914), y Marcelino Ugarte (mayo de 1914 – abril de 1917). Período 1917-1926: José Luis Cantilo (1917, interventor federal), José Camilo Crotto (1918-1921), Luis Monteverde (1921) y José Luis Cantilo (1922-1926).


� El proyecto establecía una serie de mecanismos institucionales de control estatal y aprobación de los terrenos sobre los cuales se fundarían los pueblos o villas, y que evitarían inconvenientes de diversa índole.


� Para el caso de las napas, se establecía como requerimiento para que el Ejecutivo aprobara el emplazamiento de los nuevos centros de población o ampliara el trazado de los ya existentes, estudios previos practicados por la Dirección de Salubridad del MOPBA y planos suscriptos por peritos diplomados y habilitados por la provincia (ROPBA, 1913). No obstante, la ley 3487 (vigente hasta 1977) tuvo grandes dificultades en su aplicación y adecuación de los destinatarios, y su incidencia fue mucho menor de la esperada por motivos que exceden al objetivo del presente trabajo.  


� Esta Dirección estaba especializaba en todos los asuntos vinculados a la higiene industrial, bacteriología, química, vacunación, farmacia, profilaxis y desinfección.


� La DSOSBA permaneció sin grandes modificaciones hasta 1973 (Cáceres, 2013: 102).


� Nos referimos a los legisladores Parodi y Figini que habían presentado un proyecto para la instalación de dichos servicios en Tandil, Azul, Junín y Tres Arroyos, revisado y corregido por la DSOSBA.


� Por ejemplo, de las cuarenta localidades que se había acogido a la ley, el ministro señalaba que solo en cuatro se habían iniciado obras.


� Estudios efectuados por la DSOSBA: de aguas y cloacas: Necochea, Lincoln, Chivilcoy, Nueve de Julio. De aguas: Miramar, Arrecifes y Coronel Dorrego.	


� Provisión de agua potable: Saladillo, Rojas, Carlos Casares, Chacabuco, Necochea y Arrecifes. Provisión de aguas corrientes y cloacas: Mercedes y Chivilcoy. Obras de desagües cloacales adquirida al gobierno nacional por ley del 02/11/1926: Bahía Blanca. Obras ejecutadas: Arrecifes (provisión de agua potable), Saladillo (agua potable) y Chivilcoy (agua potable y cloacas). Obras licitadas: Bolívar (agua potable). Obras en estudio: Miramar, Olavarría, Coronel Suárez, Pigüé, Coronel Dorrego, Luján, Baradero, Adrogué, Alberti, General Villegas y Salto. Obras ampliadas y en explotación: La Plata. 


� En tal sentido, Berrotarán (2010) afirma que los gráficos y cuadros estadísticos constituían un recurso empleado desde fines del siglo XIX como garantía de certeza científica. Simbólicamente simplificaban lo que se planteaba complejo y “fijaban” el conocimiento y la transmisión de los técnicos a los legos.


� El gobierno pretendió ejercer un mayor control del funcionamiento de los servicios de provisión de aguas prestados por las compañías particulares en Avellaneda, Lomas de Zamora, Almirante Brown y Bahía Blanca, a los que les reclamó no solo el aumento de las fuentes de provisión de agua, sino también la ampliación de las zonas servidas por las cañerías de las concesionarias (Cuatro años de gobierno, Tomo V, 1938: 185).


� Persello (2006) afirma que desde los años veinte la cuestión clave no descansaba en la legitimidad de la representación de los intereses en los nuevos organismos, sino alrededor de la definición del tipo de intereses que debían ser representados, y la gravitación que debían tener en los directorios de los nuevos organismos estatales.





� Por ejemplo, la creación de la DGSyOS en 1913; la disolución de la DGSyOS en 1915 y la formación de la Dirección de Salubridad Pública y Obras Sanitarias; la creación de la DSOSBA en 1924.
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